STJSL-S.J. – S.D. Nº 110/16.-
---En la Ciudad de San Luis, a veintidós días de junio de dos mil dieciséis, Año del Bicentenario de la Declaración de la Independencia Nacional, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA, LILIA ANA NOVILLO  y - Llamado a integrar el Dr. JOSÉ LUIS FLORES  - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “INCIDENTE DE REVISIÓN – CASTILLO LEZCANO JORGE c/ MASILY S.A. s/ VERIFICACIÓN DE CRÉDITO s/ RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX INC. Nº 241043/1.- 
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA, JOSÉ LUIS FLORES y LILIA ANA NOVILLO-

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C?

III) Caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio? 

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Que conforme surge de la constancia obrante a fs. sub 54, la incidentista interpone formal Recurso de Casación contra la Sentencia de Segunda Instancia Nº RR Civil Nº 128/2015 dictada el 13 de mayo de 2015 (fs. sub 51/sub 52), de conformidad con lo establecido en los arts. 286 y ss. del CPC y C.

2) Que corresponde determinar, si se ha dado cumplimiento a las exigencias establecidas por los artículos 286 y ss. del CPC y C., a los efectos de la admisión del Recurso en estudio.-
Así, surge de las constancias de la causa que la recurrente fue notificada de la sentencia recurrida, el día 19/05/2015 -fs. sub 53; que el recurso fue interpuesto en fecha 20/05/2015 – fs. sub 54 - y sus fundamentos fueron presentados en fecha 27/05/15 -fs. sub 56/sub 59 vta.-, por lo que el mismo luce tempestivo -conf. art. 289 del CPC y C.
También, se advierte que se ataca una sentencia definitiva dictada por la  Excma. Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 1 de la Primera Circunscripción Judicial  y que está exento de efectuar el depósito exigido por el art. 290 del CPC y C.
En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el art. 301 inc. a del CPC y C., que el Recurso articulado deviene formalmente admisible.-
Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.-

Los Señores Ministros, Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, JOSÉ LUIS FLORES y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Que a fs. sub 56/sub 59 vta., obran agregados los fundamentos del recurso interpuesto por la parte actora, en los que, luego de realizar una breve reseña de los antecedentes de la causa, bajo el punto II)- CUESTIÓN PRELIMINAR expresa que, antes de ingresar al desarrollo del agravio, que le irroga la resolución recurrida, y dado el errado enfoque adoptado en el voto mayoritario de la Alzada, corresponde aclarar que el quid de la cuestión, que se somete a conocimiento del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, no radica en la forma en que se ha valorado la prueba producida, sino en la errónea solución legal que han dado los sentenciantes al caso; al omitir resolver la cuestión en función de lo establecido por una norma concreta, cual es el art. 294 de la LCQ; afirmando que la cuestión es pura y netamente de derecho.

Bajo el punto III) DE LOS AGRAVIOS DE ORDEN COSNTITUCIONAL expone que, funda su recurso de casación en la causal prevista en el inc. a  del art. 287 del CPC y C.

Sostiene que puntualmente, la sentencia recurrida debe ser casada, por cuanto el Tribunal en su voto mayoritario, resuelve la cuestión apartándose de lo dispuesto en la norma legal vigente, específicamente aplicable al caso (art. 294 LCQ).

Punto seguido agrega, que el argumento esgrimido por la alzada resulta equivocado y mediante el mismo se elude aplicar la norma indicada para el caso concreto.

Manifiesta que, pese a lo sostenido por la Cámara, lo cierto es que al fundar la apelación, se rebatió la existencia de la carga probatoria en que se funda el rechazo del recurso, aclarándose que en la especie la misma no pesaba en cabeza de la trabajadora, por cuanto correspondía se resolviera la cuestión conforme a lo dispuesto en el art. 294 de la LCQ, norma que la Alzada derechamente omite aplicar.

Alega que el art. 294 establece una excepción a la regla general. Y como tal, la carga de la prueba de la configuración de supuestos que habilitan a su aplicación, pesa en cabeza de quien pretende beneficiarse con la misma, y como consecuencia de ello era la propia fallida, quien tenía la carga de acreditar que la quiebra se debió a causas no imputables al empleador.

Explica que, el régimen legal específico vigente en la materia, establece que en caso de extinción del contrato de trabajo por quiebra, el fallido deberá, como regla, abonar la indemnización prevista por el art. 245 de la LCT SALVO QUE ACREDITE QUE LA FALENCIA SE DEBIÓ A CAUSAS QUE NO LE FUERON IMPUTABLES.

Sostiene que el Juez de grado, omitió aplicar el art. 294 LCQ y sin brindar fundamento alguno verificó sólo el 50% del crédito, correspondiente a la indemnización por antigüedad obrera, y que recién al resolver la revisión esbozó una fundamentación de su decisión; señalando que la carga de la prueba en el incidente recae sobre la incidentista y que no se había probado que la falencia fuera imputable a la empleadora, lo que según alega esta parte, implicó un claro apartamiento del régimen establecido en la LCQ, y que pese a ese apartamiento fue confirmado por el voto mayoritario y así las cosas en  la sentencia que se recurre; la Alzada se apartó del régimen legal vigente en la especie, y en forma dogmática y arbitraria resuelve la cuestión omitiendo aplicar el art. 294 de la LCQ, lo que genera inseguridad jurídica y ocasiona un grave perjuicio patrimonial a la trabajadora, que se ve privada del 50% de su crédito.

2) Que corrido el traslado de rigor – fs. sub 61 vta.-  a fs. sub 64 (07/07/15), se ordena el desglose de la contestación efectuada por la contraria, al haber sido presentada de manera extemporánea. 
3) Que a fs. sub 75/sub 76, obra el dictamen del Señor Procurador General, el cual se expide sobre la procedencia del Recurso intentado, en virtud de los fundamentos allí vertidos y que tengo por reproducidos.

4) Que entrando en el análisis de esta cuestión, considero que no es ocioso recordar, que el remedio recursivo intentado “solo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por la ley.” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación”, 2ª Edición, p.213).

Sentado ello, cabe examinar si en el sub lite existe un “motivo” legalmente autorizado para recurrir en casación, pues de no ser así, el recurso devendría improcedente.

Que sobre el punto, comparto los fundamentos expuestos por el Sr. Procurador General en su dictamen de fs. sub 75/sub 76, y en consecuencia considero que por configurarse la causal prevista por el inc. a del art. 287 del CPC y C., el recurso de casación debe ser admitido.

En efecto, tal como bien lo señala la recurrente, la pretensión verificatoria, que devino luego en revisión, debió resolverse a la luz de lo dispuesto por el art. 294 de la LCQ en cuanto establece: “Sustitúyese el artículo 251 de la ley 20.744 (t.o. por decreto 390/76 y sus modificaciones), por el siguiente: Artículo 251: Calificación de la conducta del empleador. Monto de la indemnización. Si la quiebra del empleador motivara la extinción del contrato de trabajo y aquella fuera debida a causas no imputables al mismo, la indemnización correspondiente al trabajador será la prevista en el artículo 247. En cualquier otro supuesto dicha indemnización se calculará conforme a los previstos en el artículo 245. La determinación de las circunstancias a que se refiere este artículo será efectuada por el juez de la quiebra al momento de dictar la resolución sobre la procedencia y alcances de las solicitudes de verificación formuladas por los acreedores.”
Tal es la disposición, que debió aplicarse en la inteligencia de que en el contexto del art. 251 de la Ley de Contrato de Trabajo, y según lo prescripto por el mentado art. 294 LCQ; la regla general es el pago de la indemnización prevista por el art. 245 LCT, y la excepción – cuya procedencia en todo caso debe acreditar el fallido o Sindicatura - su limitación al 50% (art. 247 LCT). 
A tenor de lo expuesto, el razonamiento seguido por el a quo y la Excma. Cámara (con voto mayoritario), en cuanto impone al trabajador incidentista  la carga de probar que la quiebra responde a causas no imputables al empleador, es descalificable y desconoce, entre otros, que la imputabilidad de la quiebra se presume, y es la inimputabilidad la que debe probarse para desvirtuar esta presunción iuris tantum.
Sobre el punto se ha sostenido: “no es del dependiente quien debe probar que el estado de cesación de pagos (o quiebra, en sentido económico) obedece al actuar del empleador –pues esto se presume, y al respecto es indiferente la diligencia en su obrar-, sino que es a éste, ahora fallido, o en su caso al Sindico o cualquier otro interesado, a quien corresponde acreditar la existencia de causales por las cuales la insolvencia no puede atribuirse al actuar del quebrado o de los administradores de la fallida.” (Cfr. Adolfo A. N. Rouillón, Régimen de Concursos y Quiebras Ley N° 24.522, Ed. Astrea.), “extinguidos los contratos laborales por la Quiebra del principal, corresponde a este acreditar que dicho Estado no le es imputable” (Carlos A. Etala, Contrato de Trabajo 4ª  Ed. Actualizada Ed. Astrea.); “para que proceda el pago de la indemnización reducida prevista por el art. 251 parr. 1 de la Ley de Contrato de Trabajo el empleador debe demostrar que el estado económico financiero que lo condujo a la declaración de quiebra le es inimputable.” (C.N.Trab. Sala I, mayo 30-994, Lezcano Meneleo c. Acerlos Bragado S.A. TySS, En Angel E Gatti. Ley de contrato de Trabajo Ed. B de F Ltda.).

Sin perjuicio de la clara letra del art. 294 LCQ, solo a mayor abundamiento cuadra señalar, que la jurisprudencia se orienta a considerar que las verificaciones y/o revisiones de créditos laborales deben reflejar la singular naturaleza del crédito, y la especial protección que las normas superiores le deparan, y armonizar los principios que rigen tanto en el proceso universal como en el laboral.

En este contexto, ya en el precedente STJSL-S.J.–S.D. Nº 108/13. “SULLIVAN, SILVIA MÓNICA y OTROS c/ ULTRACOMB PUNTANA S.R.L. - MEDIDA CAUTELAR - EMB. PREVENTIVO - RECURSO EXTRAORDINARIO DE INCONSTITUCIONALIDAD” Expte. Nº 14-S-08, IURIX 194736/10, este Alto Cuerpo se hizo eco de lo resuelto por la CSJN y destacó: “La relación de trabajo reviste una especificidad que la distingue de muchos otros vínculos jurídicos, puesto que la prestación del trabajador constituye una actividad inseparable e indivisible de su persona y, por lo tanto, de su dignidad como tal. El principio protectorio que establece la Ley Fundamental y el plexo de derechos que de él derivan, así como los enunciados de las declaraciones y tratados de jerarquía constitucional, han hecho del trabajador un sujeto de "preferente tutela". …No debe tomarse desde la misma perspectiva a un trabajador como a un acreedor financiero o a un acreedor comercial, aunque los dos integren la misma masa pasiva, dado el origen de cada crédito -en el primer caso, derivado del producto íntegro de su trabajo- y la disparidad de recursos con que cuentan unos y otros para seguir el proceso falencial hasta esta instancia. Por eso, resultaba imprescindible efectuar un análisis diferenciado, evaluando los respectivos intereses en juego, máxime cuando se trata de proteger la percepción de créditos laborales. (CSJN, Clínica Marini S.A. s. Quiebra. 01-08-2013; Rubinzal Online; RC J 13953/13).”
Por ello, conforme a los fundamentos expuestos y configurándose la causal prevista en el art. 287 inc. a del CPC y C., corresponde hacer lugar al recurso de casación interpuesto. ASÍ LO VOTO. 
Los Señores Ministros, Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, JOSÉ LUIS FLORES y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-

A LA TERCERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo Dada la forma en que se ha votado la anterior cuestión, corresponde casar la sentencia venida en recurso y disponer que la cuestión debe resolverse conforme a lo dispuesto por el art. 294 de la LCQ, con los alcances referidos precedentemente. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, JOSÉ LUIS FLORES y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Por lo expuesto, RESUELVO: 1) Hacer lugar al Recurso interpuesto por la revisionista, dejando sin efecto la sentencia de segunda instancia (fs. sub 51/sub 52). 2) Disponer que el cálculo de la indemnización por antigüedad, se efectúe en los términos del art. 245 de la LCT.
Los Señores Ministros, Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, JOSÉ LUIS FLORES y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-
A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Las costas de ésta y anteriores instancias se imponen a la fallida. ASÍ LO VOTO.-
Los Señores Ministros, Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, JOSÉ LUIS FLORES y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, veintidós de junio de dos mil dieciséis.-
Año del Bicentenario de la Declaración de la Independencia Nacional.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Hacer lugar al Recurso de Casación interpuesto por la revisionista, y casar la Sentencia de Segunda Instancia Nº 128/2015, disponiendo que la cuestión debe resolverse acorde a lo previsto por el art. 294 de la LCQ. 

II) Disponer que el cálculo de la indemnización por antigüedad se efectúe en los términos del art. 245 de la LCT.

III) Costas de ésta y anteriores instancias a la fallida.-

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-

No firma el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, por encontrarse excusado.- 
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA, LILIA ANA NOVILLO  y JOSÉ LUIS FLORES, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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